DECRETO Nº 064/07

VISTO: El recurso de apelación interpuesto a fs. 424/461 por el contribuyente “Y.P.F. S.A.”, Registro de Inscripción N° (No Posee), en contra de la Resolución Interna Nº 239-SE/06, de fecha 6 de Noviembre de 2006, dictada por la Secretaría  de Economía de esta Municipalidad de la Ciudad de San Francisco (fs. 399/422); y

CONSIDERANDO:

I) Que el Recurso ha sido interpuesto en tiempo y forma (arts. 133, 135 y conc. del Código Tributario Municipal Nº 4881 y modif. - en adelante, C.T.M.-), y debidamente concedido por el Organismo Fiscal (fs. 462), por lo que cabe el abocamiento de este Departamento Ejecutivo Municipal a los fines de su debido tratamiento y resolución (arts. 136, 138 y conc. del C.T.M.).

II) Que el recurrente plantea una serie de agravios que se dan aquí por reproducidos in totum, sin perjuicio del análisis particularizado que a continuación se formula.

III) RECURSO DE NULIDAD: La apelante desarrolla las que, a su criterio, son causales de nulidad de la Resolución Nº 239-SE/06.

Así, y en primer lugar, afirma que: "...a la administración le corresponde sostener y demostrar que el sujeto (...) está alcanzado por el presupuesto fáctico y jurídico de procedencia del gravamen, cosa que no hizo nunca, y tampoco en la resolución  determinativa que se apela". Seguidamente, precisa que solicita la nulidad del procedimiento porque entiende que se deben respetar todas y cada una de las etapas del proceso determinativo, y el Organismo Fiscal, al vaciar de contenido la vista, el descargo carece de sentido, dado que desconoce los cargos concretos de los cuales defenderse. Por otra parte, sostiene que el informe técnico Nº 37/2005 no se adjuntó a la vista.

Que, en cuanto a la pretensión de que al Organismo Fiscal le corresponde sostener y demostrar que el administrado está alcanzado por el hecho imponible, entiendo que carece de sustento legal pretender que la administración, "previo" determinar un tributo a quien entiende alcanzado por la hipótesis legal condicionante, debe fundar y demostrar dicho extremo.

Es la ley vigente, que se presume conocida, la que informa a las personas físicas o jurídicas que el hecho por ellas realizado es calificado como imponible.

Se trata de un vínculo jurídico obligacional de origen legal.

Es claro que la creación normativa de un tributo implica, como primer paso, la descripción objetiva de una circunstancia hipotética y condicionante que el legislador espera se produzca respecto de una persona, en un momento preciso predeterminado y en un lugar también legalmente establecido. Ese individuo, considerado poseedor de aptitud de pago público, es quien debe recibir por vía legal, el detrimento pecuniario que representa el tributo.

Posteriormente, la misma normativa contiene normas que la administración fiscal utiliza para comprobar si corresponde a determinada persona pagar determinado tributo y cuál será el importe que por tal concepto le corresponda percibir (ver Villegas, Héctor, "Curso de Finanzas, derecho financiero y tributario", Depalma, 1992, págs. 246 y ss. y 325 y ss.). Estas normas actuantes, son precisamente las puestas en juego por el Organismo Fiscal a partir de fs. 1 de autos, tendiendo a establecer si en este caso concreto correspondía o no el pago de un tributo y por qué monto, para lo cual hizo uso de todas las facultades otorgadas por el C.T.M.V. para llegar a una primera conclusión provisoria y, luego, requirió la colaboración del administrado mediante la vista de fs. 349/352, para así llegar a una conclusión final en la resolución que ahora se ataca.

En consecuencia, resulta inadmisible la pretensión del recurrente en el sentido de que tales fundamentos y pruebas sobre su sujeción pasiva debían serle dados "antes" de iniciar el procedimiento determinativo.

Siguiendo el criterio sostenido por el apelante, ningún ciudadano debería pagar ningún tributo nacional (I.V.A.; Ganancias; Ganancia Mínima Presunta, Bienes Personales; etc.), Provincial (Ingresos Brutos; Inmobiliario; Sellos; etc.) o Municipal,  hasta tanto los Organismos Fiscales correspondientes emitieran resoluciones fundadas y acompañando prueba, comunicándoles a cada uno de ellos que son sujetos pasivos de los tributos mencionados.

Por otra parte, el artículo 114 del C.T.M.V. establece que la determinación de oficio se inicia con la vista a los sujetos pasivos de las actuaciones donde consten los ajustes efectuados y las impugnaciones y cargos que se formulen. Esta etapa del proceso fue cumplida por el Fisco; en efecto, mediante la resolución del 23/05/2005 (fs. 349 y ss.) se corrió vista de las actuaciones administrativas, entre ellas del informe técnico 37/2005 de fs. 331/348 (expresamente citado en el considerando II de la misma), de cuyo análisis se advierte la explicitación suficiente sobre los extremos que motivaron el correspondiente procedimiento determinativo, la información utilizada y la forma de cálculo de la liquidación provisoria. Asimismo, en las planillas adjuntas se le informó las diferencias detectadas por la actividad desarrollada. 

Toda esta información -pese a los dichos de la recurrente- fue suficiente para efectuar un extenso descargo sobre numerosos agravios, que reitera, sin agregar nuevos argumentos, en esta instancia.

Finalmente, debe destacarse la condición de instrumento público del expediente administrativo, del que el Organismo Fiscal ha corrido vista e invitado a efectuar las consultas pertinentes (ver artículo 1º de la Resolución de vista).

Consecuentemente, no se advierte que el recurrente haya tenido obstáculo alguno al ejercicio de su derecho de defensa y control de las actuaciones administrativas, con lo cual, aun en la hipótesis descartada de que asistiera razón al impugnante, resultaría inconducente declarar la nulidad por la nulidad misma.

Párrafo aparte, sostiene el recurrente que es erróneo concluir que la empresa realiza actividad gravada por el hecho de que terceros vendan en el Municipio los productos que ella industrializa. Asimismo, aduce que si la pretensión del Organismo Fiscal fuese fundada, debería entonces reconocerse similar derecho a todas las demás municipalidades de la Provincia de Córdoba en las cuales Y.P.F. S.A. ejercería supuestas actividades sin tener oficina, local, establecimiento y que en ese caso "...no podría San Francisco pretender la base imponible que pretende, sino que debería compartirla (...) con todas esas otras municipalidades".

Analizada esta manifestación, cabe destacar que surgen de las actuaciones obrantes en el expediente administrativo, constancias de la existencia de ingresos y gastos en el ejido municipal, requisitos legales para que se configure el hecho imponible.

Así, circularizados que fueran las firmas Operadoras de Estaciones de Servicio S.A. (fs. 1); Roberto Tarasco (fs. 4); Possetto Hnos. y Cía. S.R.L. (fs. 9), así como de las propias manifestaciones de la firma obrante a fs. 309; como de otras piezas tales como el acuerdo glosado a autos entre la empresa “Julio y Roberto Tarasco SH” e “YPF S.A.” (fs. 310/325), se ha constatado que:

· La recurrente provee a estaciones de servicios ubicadas en la jurisdicción San Francisco de tanques y surtidores de los que es propietaria y que entrega a aquellos en “comodato”.

· El costo de transporte del combustibles y demás productos de venta de la firma (aceites y lubricantes) resulta invariablemente a cargo de ésta; expidiéndose un remito en cuyo membrete figura el nombre de aquella.

· Los pedidos se realizan directamente a la firma YPF S.A..

· La empresa periódicamente envía auditores a los fines de controlar la calidad y comerciabilidad de sus productos.

· A los intermediadores comprometidos se les abona una comisión por el labor de promoción y venta de los productos de YPF S.A..

Un último elemento completa este esquema de comercialización de los productos de la firma en la jurisdicción de San Francisco, y resulta de la publicidad que realiza la misma en la jurisdicción de San Francisco. Ello así, se desprende de la carta de oferta (según lo informa la empresa YPF SA) firmado por la contribuyente y la firma local “Julio y Roberto Tarasco SH”, de donde textualmente surge que “...YPF tendrá derecho a realizar a su exclusivo cargo dentro de la Estación de Servicios, publicidad y/o actividades de promoción de los combustibles y productos comercializados, y/o distribuidos por la misma. A tal fin, YPF podrá utilizar, sin cargo, la imagen de la Estación de Servicios para la realización de campañas publicitarias y/o cortos comerciales, fotografías y actividades de promoción general...” (fs. 312).

Incluso, conformo surge del Informe Técnico Nº 37/2005, la propia recurrente aportó resumen de Libro IVA Ventas correspondientes a los periodos 2002/2003 que contienen las operaciones con clientes de ésta ciudad, detalle de clientes, transporte y empleados que operan en el ejido municipal y fotocopias de la DDJJ Anual de determinación de coeficientes unificados de ingresos y gastos presentados ante DGR (Formulario CM 05) por los periodos 1998/2003.

Todo ello es manifiesto ejercicio de actividad gravada efectiva, física, tangible y en el territorio sobre el cual es competente la Municipalidad de San Francisco. En definitiva, cuando ha habido ingresos devengados de la actividad gravada y –además– gastos relacionados con ella, implica que hubo ejercicio de actividad; aún cuando no exista un local o depósito habilitado en el ejido municipal. 

Finalmente, y a modo de conclusión, por la modalidad de comercialización impuesta por Y.P.F. S.A., las estaciones de servicio se limitan a expender al público el combustible que es de propiedad de la petrolera, almacenado en cisternas de la petrolera, mediante surtidores informatizados de propiedad de la petrolera, quedando sujetos a controles permanentes por parte de Y.P.F. S.A. en materia de combustible vendido, publicidad, estructura edilicia, entre otros; y percibiendo comisiones que son establecidas por la petrolera, por lo que la recurrente no puede negar que desarrolla actividad en el ejido municipal y sí el estacionero por el solo hecho de ser éste el titular de la firma que vende el combustible por cuenta y orden de la petrolera, cuando la realidad económica nos demuestra que explotación del comercio es compartida.

En segundo lugar, se advierte que el cuestionamiento del recurrente parte de entender que el Organismo Fiscal intenta apropiarse de base imponible que no le corresponde, en virtud de originarse una porción de la base imponible en la actuación del contribuyente en "otras municipalidades". Que es precisamente para casos como el que nos ocupa, que fue dictado el Convenio Multilateral del 18/08/77, procurando la equitativa distribución de bases imponibles entre las distintas jurisdicciones provinciales o municipales (art. 35) en las que actúa un mismo contribuyente. Así, y a los fines de dicha distribución, el mencionado Convenio estableció un Régimen General y varios Especiales; estructurados todos ellos a partir de la elaboración de coeficientes de ingresos brutos y gastos efectivamente soportados en cada jurisdicción.

Es a partir de la aplicación de dicha técnica que cada jurisdicción accede sólo a la base imponible que legítima y equitativamente le corresponde.

Que en el presente caso se advierten dos puntos relevantes: a) Que en parte alguna de su extenso descargo, ni en el cuerpo del recurso analizado, el apelante señala cuáles son las "otras municipalidades" que se hallarían involucradas y deberían compartir la base imponible que se atribuye el municipio y, consecuentemente, tampoco señala cuál sería el monto cuestionado de dicha base imponible; y b) Que los coeficientes que el Convenio manda a elaborar para la correcta distribución de la base imponible y que, conforme a su técnica, reflejan con precisión la incidencia de los ingresos y gastos en cada jurisdicción (en este caso municipal), fueron determinados por el Organismo Fiscal en base a la información parcial aportada por el contribuyente, y presunciones realizadas a partir de la información aportada por contribuyentes del Municipio.

En consecuencia, y no habiendo aportado la apelante nuevos elementos a la causa en este sentido, ni desvirtuado la presunción utilizada por el Organismo Fiscal, resulta improcedente la petición de la recurrente, en cuanto reclama se declare, por esta causal, la nulidad de la resolución atacada.

Respecto de los agravios, que entiende nulidificantes, en relación a la alícuota aplicable a su actividad, entiendo adecuado diferir su íntegro tratamiento al Considerando en que se analizará el agravio sustancial.

Por último, y respecto a la supuesta falta de razones sobre el rechazo de la prueba informativa y pericial ofrecida, cabe destacar que causa sorpresa que la firma aduzca el rechazo de la pericial contable por ella ofrecida y proveida el 01/08/2005. Mas estupor causa que incluso tal prueba (que se dice inhabilitada) ha sido incluso producida en autos a fs 395/397.

En la resolución atacada se dieron los fundamentos por los cuales correspondía rechazar las conclusiones de la prueba pericial incorporada a autos (fs. 395/397) desde que la misma no agregaba nuevos elementos a los que ya fueran analizados, deviniendo por tal motivo impertinente. Lo cual comparto.

Como ya se ha dicho, no se encuentra controvertido en autos la circunstancia de la falta de local o establecimiento de la firma en la jurisdicción de San Francisco, no resultando dicha situación elemento constitutivo del hecho imponible previsto por el art. 164 del CTMV. Por otra parte, y en lo que hace a la constatación de “operaciones a Revendedores mayoristas y minoristas de combustibles y lubricantes a Estaciones de servicio y distribuidores como así también ventas por el sistema de Red XXI”, fue efectuado un análisis de su naturaleza y de su incidencia en la pretensión fiscal de la municipalidad en el desarrollo de las actuaciones.

En cuanto a la prueba informativa, los argumentos para su rechazo han sido debidamente expuestos a fs. 393. En efecto, lo ofrecido era normativa que no requiere ser probada e información de producción imposible en la práctica que, aun cuando fuese posible producirla, no se trataría más que de fotocopiar y armar miles de cuerpos que recopilaran la casi totalidad de las actuaciones cumplidas por cada oficina de la Municipalidad de San Francisco durante los años correspondientes al reclamo fiscal.

Por todo lo manifestado, resulta improcedente el pedido de nulidad efectuado por el administrado, por lo que corresponde el rechazo del mencionado recurso.

IV) RECURSO DE APELACIÓN: 1º Agravio.- Desestimación de la prescripción: Inicia el contribuyente su exposición de agravios fundantes de la apelación, sosteniendo que la resolución recurrida desecha la prescripción opuesta mediante una alegación que no es aceptable. 

En primer término, corresponde hacer saber a la firma que, tal como surge de las constancias de autos y especialmente de las resoluciones Nº 0015-ADM/FE/2005, y 239-SE/06, la fiscalización comprendió sólo cinco años, por lo que no resulta atinado ingresar al planteo de inconstitucionalidad efectuado, solo manifestar que no se verifica el apartamiento a normas jerárquicamente –en teoría- superiores. Así, vemos que no existe contraposición entre el plazo de prescripción establecido por el Código Civil y el aplicado por el Organismo Fiscal. 

De otro costado, cabe señalar que el art. 41 inc. “a” del CTMV prevé la suspensión del curso de  la prescripción, por un año, por cualquier acto que tiende a determinar la obligación tributaria, carácter que indudablemente poseen todas y cada una de las medidas adoptadas por la fiscalización. Ello así, su curso respecto del primer período reclamado fue suspendido por el Acta de Requerimiento de fs. 11, de fecha 27 de Julio de 2004, resultando que a la fecha no se encuentra extinguida la pretensión fiscal en relación a ninguno de los períodos que comprende.

Equivoca la impugnante al considerar que sólo la resolución que confiere vista de las actuaciones provoca la suspensión del curso del plazo prescriptorio.

En cuanto al comentario relacionado con el fondo del debate, específicamente con la pretensión de cobro de la tasa por parte del Municipio, será tratado en el apartado siguiente.

Ello así, corresponde desechar los agravios de la firma al respecto.

V) 2º Agravio.- Se pretende un tributo no autorizado: Que conforme la índole de los planteos efectuados en esta cuestión, resulta oportuno antes que nada aclarar que, según lo dispuesto por el art. 21 de la Ordenanza 155/96, “Los Jueces Administrativos Municipales no pueden incorporar en sus sentencias pronunciamiento alguno respecto de la validez constitucional de las disposiciones contravencionales o tributarias y sus reglamentaciones, a no ser que la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación o del Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba haya declarado la inconstitucionalidad de las mismas, en cuyo caso puede seguirse la interpretación  efectuada por esos Tribunales Judiciales”.
Una segunda aclaración consecuente con la anterior es que no conocemos fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación ni del Tribunal Superior de Justicia de Córdoba que haya declarado inconstitucionalidades por los motivos de que se queja el recurrente.
Una última aclaración previa consiste en dejar sentado que el planteo aquí efectuado implica una solicitud de inconstitucionalidad ya que conforme sus términos se habrían violentado numerosos regímenes normativos, incluso la Constitución de la Provincia de Córdoba.

Hechas las aclaraciones precedentes, corresponde ingresar al análisis del agravio. Así, los aspectos principales de lo que el recurrente esgrime como agravio, no son sustancialmente otra cosa que las defensas ya alegadas al momento de evacuar la vista, y que han sido debidamente consideradas. Así, dado que dichos argumentos fueron tratados en la resolución atacada de manera que considero conforme a derecho, no es necesario entrar en mayores consideraciones para estimar que la queja debe ser rechazada.

Sin embargo, respecto del agravio que pretende que el tributo reclamado no respeta la Constitución Provincial por cuanto no es una tasa retributiva de servicios públicos divisibles, entendiendo que tanto el requisito de "divisibilidad" de los servicios no fue introducido por los constituyentes como constitutivo del tributo ni se registra alusión alguna a ello en los debates correspondientes.

Asimismo, al alegar la recurrente la invalidez del tributo cuestionado en base a que la Constitución Provincial no recepta "contribuciones a secas", además de obviar que se trata una designación tradicional en el derecho municipal y que el nomen juris adoptado por el legislador no altera la esencia del tributo legislado, resulta claramente improcedente si advertimos que la propia Constitución Nacional en sus arts. 4º y 75, inc. 2, por ejemplo, utiliza la designación genérica de "contribución"; con lo cual, siguiendo el mismo razonamiento aquí esgrimido por la apelante, todos los "impuestos", "tasas" y todo otro tributo que no se denomine "contribución", nacionales y provinciales, serían inválidos por no estar autorizados por la Constitución Nacional. Queda así aclarado lo improcedente percibir el pago imado.stema de la entidad bancario de cinco dderal Nº 2 de Ca tados por este Municipio, 









de dicho argumento.

En lo que respecta a la supuesta pugna con la Ley de Municipios, Ley Provincial de Coparticipación; Pacto Federal; Ley de Coparticipación Federal y Convenio Multilateral; nada ha agregado el apelante a lo que sostuviera en su descargo de fecha 20/06/2005 y que fuera correctamente resuelto por el Organismo Fiscal.

Asimismo, y en relación a las alegaciones que pretenden la colisión del tributo impugnado con disposiciones nacionales o provinciales, estén ellas contenidas en textos constitucionales, legales, reglamentarios o en acuerdos interjurisdiccionales, es criterio ya sostenido en la resolución atacada de que en el derecho tributario municipal argentino prevalece la teoría de que los municipios provinciales pueden ejercer sus poderes con libertad, teniendo como único límite lo que taxativamente les está vedado (arts. 5 y 123, Constitución Nacional reformada en 1994). En tal aspecto, el poder tributario de los municipios locales sólo puede ser acotado por normas prohibitivas que dicte cada provincia en ejercicio de su facultad de “regular el alcance y contenido” de la autonomía de los municipios (art. 123, C.N.) y además por los preceptos de la Constitución Nacional.

En ese sentido, no encontramos en la legislación positiva antes mencionada, normas de cualquier tipo –especialmente constitucionales- que restrinjan el poder tributario municipal por parte de la Nación en cuanto al tributo de que se trata.

Tampoco existen estas normas impeditivas en la legislación de la Provincia de Córdoba a la cual pertenece el municipio de San Francisco. Tanto es ello así que la propia “DIRECCIÓN DE ASISTENCIA TÉCNICA A MUNICIPALIDADES Y COMUNAS” del GOBIERNO DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA, elaboró modelos de “Resolución General Impositiva” utilizados textualmente o como base de sus normas propias por la gran mayoría de comunas y municipios cordobeses, y cuyo Capítulo I, del Título II, del Libro Segundo, se inicia con un art. 68º que contiene el hecho imponible de una “tasa” semejante a la que aquí se discute.

Dicha norma reza: “Los servicios existentes y a crearse en el futuro de higiene, seguridad, contralor, asistencia social, salud pública y salubridad y todos aquellos que faciliten en tales condiciones el ejercicio de las actividades comerciales, industrias artesanales y de servicio general, generan a favor de la Comuna, el derecho a percibir la contribución legislada en el presente Título”.

De lo anterior se desprende que la tasa cuestionada, tal como ha sido estructurada por el municipio de San Francisco, encuentra su plena convalidación en la legislación de la Provincia de Córdoba.

En consecuencia, el agravio analizado no puede prosperar.

VI) 3º Agravio.- Ilegitimidad de aplicar la contribución a Y.P.F. SA.
La apelante, en primer término, retoma los argumentos esgrimidos en oportunidad de plantear la nulidad de la Resolución de la Dirección de Recursos, y que ya han sido tratados por este Tribunal.

A continuación,  y luego de reconocer expresamente en la página 20 de su rcurso que recibe los servicios genéricos prestados por este Municipio, se agravia por haberse tenido por configurado el hecho imponible del mencionado tributo en su cabeza, afirmando que al no poseer establecimiento alguno en el ejido municipal resulta imposible que se presten servicios divisibles. Sostiene que no existe discreta y razonable proporción entre el monto de la tasa y el costo del servicio municipal, lo que entiende es otra característica necesaria de las tasas. Mantiene su postura ya esgrimida ante el Organismo Fiscal, en el sentido de que resulta aplicable al caso, entre otros y doctrina que cita, el precedente de la C.S.J.N. en "Cía. Química c/ Municipalidad de Tucumán", afirmando que la base fáctica de ambos es la misma y que el voto del Dr. Belluscio refleja la posición histórica del Tribunal.

Efectuada esta suscinta reseña de los agravios desarrollados en el citado acápite, analizaré en primer término aquellos que niegan la existencia de sustento territorial y recepción de servicios.

En primer lugar, y conforme las constancias de autos, sobre las cuales me he explayado en el tratamiento del Recurso de Nulidad, entiendo que el contribuyente no puede negar válidamente que realiza actividades de comercialización de sus productos en la ciudad de San Francisco.

Tampoco puede desconocer la altamente mayoritaria doctrina jurisprudencial de nuestro país según la cual la legitimidad del accionar estatal hace presumir que las prestaciones son efectivamente realizadas.

En el caso “Zunino y Dasso S.A.” (fallo del 22/12/64), la Suprema Corte de Buenos Aires sostuvo expresamente que la presunción de legalidad de los tributos contiene implícita la efectividad de las prestaciones mientras no se demuestre lo contrario (Rev. La Ley, “Actualización de Jurisprudencia”, t.VIII, p.133).

Este criterio fue seguido en la causa “Compañía Swift de la Plata S.A. c/Municipalidad de San Isidro” de fecha 11/04/69, en el cual la Cámara 2ª en lo Civil y Comercial de La Plata dijo: “Cuando el tributo satisfecho es una tasa, lleva implícita la presunción de su legalidad la que a su vez comprende la presunción de efectividad de las prestaciones a que ellas se refieren, quedando a cargo del contribuyente la carga de la prueba en contrario”.

Por otra parte, el Municipio de San Francisco no necesita demostrar en la causa que presta los servicios mencionados por el art. 164, C.T.M.V.. Ello, además de su presunción de legitimidad y del reconocimiento efectuado por el propio apelante, es de público y notorio conocimiento y su mejor demostración es la vida cotidiana en la ciudad. La falta de prestación de los servicios indicados implicaría un conjunto de situaciones adversas para la realización de las actividades de los administrados, como por ejemplo, la no organización del tránsito, la supresión de la dirección obligatoria de las calles, la instalación de establecimientos insalubres en zonas céntricas o residenciales, la falta de limpieza del ejido urbano, desmalezado, control de plagas y desinfecciones, la falta de recolección de residuos o de controles bromatológicos, edilicios, de instalaciones peligrosas -como es la de los tanques de propiedad de la firma enclavados en las estaciones de servicios- y la falta de seguridad policial y defensa civil (cuerpo de bomberos).

El recurrente, comercializa sus productos obteniendo beneficios sobre la base de que actúa en una ciudad ordenada. Si no se diesen estas circunstancias de seguridad y orden, difícilmente la actividad podría realizarse o la misma sería lucrativa. No puede negarse, entonces, que el servicio municipal le atañe. El hecho de que al mismo tiempo beneficia a la colectividad, no puede llevar al contribuyente a la equivocada conclusión de que ese beneficio común implica que él no se ve incidido por los mismos.

Efectuada esta introducción y antes de comenzar el análisis de dichos tópicos, sostengo que el tributo discutido, dentro de la clasificación didáctica clásica y pese al nomen iuris de "contribución" adoptado por el legislador siguiendo una tradición inveterada del derecho municipal, es una "tasa" (por otra parte, como tal es tratada por el Organismo Fiscal y fundamentalmente atacada por la recurrente) y no un "impuesto", ya que su hecho imponible se integra con una actividad estatal.

Corresponde analizar entonces el agravio esgrimido respecto de si se ha configurado el hecho imponible descripto por la normativa vigente.

Así, la apelante aduce la necesidad, para que una tasa sea válida, de que exista en el ejido municipal de un asentamiento de cualquier tipo donde sólo servicios divisibles sean prestados.

Cabe expresar que se trata de un argumento que ha sido reiteradamente empleado en casos similares y ya resuelto por la jurisprudencia.

La tesis consiste en sostener que por carecer de local en el ejido de San Francisco, el Municipio no puede prestar servicios y, por lo tanto, el presunto contribuyente queda al margen del hecho imponible regulado por el art. 164 del C.T.M.V..

No obstante, y como bien lo sostiene la resolución en crisis, conforme las innovaciones permanentes en los modos negociales, en este mundo globalizado y tecnificado que hoy vivimos, es perfectamente posible que un contribuyente realice actividades en un determinado ámbito municipal, realizando gastos y obteniendo ingresos (que aquí expresamente reconoció el contribuyente), aún sin contar con local habilitado en el Municipio.

El ente municipal no interfiere, ni podría hacerlo, en la decisión empresaria de ejercer actividad comercial prescindiendo de local, e incluso se reconoce que ello puede significar un ahorro de gastos. Pero una cosa es librarse de determinados gastos prescindiendo del local, y otra distinta es intentar al mismo tiempo omitir el pago de los tributos municipales en base a esa misma falta de local cuando ello en nada impide que se efectúen otros gastos fijos (sueldos, comisiones sobre ventas, bonificaciones y otras retribuciones; fletes; mantenimiento de cisternas, surtidores, equipos informáticos, etc.) y se realicen las actividades de promoción y comerciales que prevé el art. 164 del C.T.M.V..

A ello se agrega, que el citado artículo no exige para la percepción del tributo la existencia de local ya que no define el hecho imponible con esa condición sino que recepta el concepto de “desarrollo de actividad”, sumado a la prestación efectiva de los servicios que se enumeran.

Tal posición es sustentada por los tribunales locales (entre ellos el propio Tribunal Superior de Justicia) en diversas causas, entre las cuáles merecen citarse: 

a) “Kodak Argentina S.A.I.C. C/ Municipalidad de Córdoba – Plena jurisdicción” (Cámara en lo Contencioso Administrativo de 1ª Nominación de Córdoba, sentencia del 31 de julio de 1998):

“Entiendo que no le asiste razón a la actora porque el art. 178 del CTM [sustancialmente idéntico al 164 del C.T.M.V. de San Francisco] (...) no exige para la percepción del tributo la existencia de local, ya que no define el hecho imponible con esa condición sino que recepta el concepto de «desarrollo de actividad». (...). Entiendo que no es consustancial el requisito de existencia de local para el nacimiento de la obligación tributaria que nos ocupa, toda vez que resulta perfectamente compatible con la índole de las imprescindibles contraprestaciones del Estado que la actividad se realice, por ejemplo, a través de un viajante como el que tiene la actora (...).”

“Pero aun si aceptásemos, como mera hipótesis, que es dable exigir «sustento territorial» conforme lo preconiza la actora, igualmente podemos entender que éste se ha configurado, puesto que, con independencia de la forma en que se instrumentaron las ventas de material (...) que ha realizado la actora y que han generado sus ingresos, en todos los casos han implicado la realización de gastos, sea por aplicación del último párrafo del art. 1º del Convenio Multilateral o por las operaciones concretadas a través del viajante (...).”

b) “Banca Nazionale del Lavoro S.A. c/ Municipalidad de Río Cuarto - Contencioso Administrativo - Plena Jurisdicción - Recurso de Casación” (Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, sentencia del 09/12/1999):

“(…) El principio de territorialidad queda suficientemente satisfecho con el ámbito espacial de actuación del contribuyente (vbgr.: desarrollar una actividad en el ámbito del ejido municipal, con o sin local o depósito habilitado)...”. (…) “De la lectura de las normas... surge de modo claro que la contribución de que se trata tiene un sustento territorial dado por la prestación de los servicios municipales que faciliten o promuevan el ejercicio y el progreso dentro del municipio, de las actividades gravadas, aún cuando no sea requisito el establecimiento de local o depósito habilitado.”. (…) “...En el caso de la contribución que incide sobre el comercio, la industria y empresas de servicios, el sustento territorial está dado por la prestación de un servicio municipal respecto de una actividad gravada, desarrollada en el ámbito municipal.”

c) “Fleischmann Argentina Incorporated C/ Municipalidad de Córdoba - Plena Jurisdicción - Recurso Directo” (Sala Contencioso Administrativa del Tribunal Superior de Justicia, sentencia del 20/02/2001):

“...el requisito de local o establecimiento comercial que el Tribunal de Mérito interpretó como una condición de aplicación de la norma tributaria municipal, no tiene sustento en el texto legal que aplica, y por tanto, debe ser admitido el agravio de la recurrente que acusa una errónea interpretación y aplicación de la ley sustantiva involucrada en la especie.”

“Es que siendo claro el límite significativo del artículo 167 del Código Tributario Municipal, luce injustificada la argumentación sentencial tendiente a establecer una condición para la imposición municipal que no surge del texto legal, tal como es la existencia de local o establecimiento comercial sito en el ejido comunal.”. (…) “El articulo 167 del Código Tributario Municipal no sólo no sujeta la potestad impositiva comunal a la existencia del local comercial, sino que se presenta como un texto con límites semánticos expresos que no habilitan a inferir el requisito postulado desde la sentencia.”

“La conclusión propiciada en el párrafo anterior es ratificada por lo dispuesto en el artículo 35 del Convenio Multilateral...”. (…) “...el último párrafo del mencionado artículo 35 al prever una solución normativa para aquellos casos en los que la obligación tributaria se condicione a la existencia de un local, establecimiento u oficina donde se desarrolle actividad gravada, de manera implícita pero indiscutible, admite como posible que los Municipios graven determinadas actividades lucrativas que se cumplen en el ámbito territorial del Municipio, aunque los sujetos que desarrollan esa actividad no posean local comercial sito en el ejido de la ciudad.”

d) “Instituto Sidus I.C.S.A. c/ Municipalidad de Río Cuarto - C.A.P.J.” (Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y en lo Contencioso Administrativo de Segunda Nominación de la Segunda Circunscripción judicial, sentencia del 22/03/2001):

“...el art. 104 de la Ord. 644/2026 [sustancialmente idéntico al 164 del C.T.M.V. de San Francisco) estructuró una contribución con incidencia sobre el comercio, la industria y las empresas de servicios y definió el hecho imponible pertinente, sustentando la obligación tributaria en la «prestación de los servicios existentes y a crearse en el futuro, higiene, seguridad, contralor, organización, coordinación de transporte, asistencia social, promoción de la comunidad, salud pública y todos aquellos que faciliten o promuevan el ejercicio y el progreso dentro del Municipio, de las actividades comerciales, industriales, agropecuarias, profesionales, artesanales, de ser-vicio y en general, cualquier otro negocio con o sin local y/o depósito habilitado...», generando a favor del municipio el derecho de percibir el tributo legislado en el título respectivo. La existencia de un local, como se puede advertir, resultaba indiferente a los fines de la tributación exigida por la norma, que sólo requería del contribuyente el efectivo despliegue de las  actividades lucrativas señaladas por la disposición de referencia, por una parte; y del organismo recaudador, la organización de servicios destinados a la promoción o facilitación de aquéllas, por la otra (…). Va de suyo que la innecesariedad de un asentamiento físico a los fines del surgimiento de la obligación tributaria, -en tanto se exterioricen los hechos previstos por la norma-, invalida el razonamiento de la actora en cuanto a la exigencia legal de habilitación previa al inicio de toda actividad en el  ejido;  tal requisito, en efecto, sólo resultará indispensable si el contribuyente decide ejercitarla, precisamente, en un local, establecimiento, depósito o similar. Cabe aclarar que tampoco el art. 173 del Código Tributario actualmente vigente exige, para la configuración del hecho imponible, la existencia de un inmueble o local en el ámbito del municipio.”. (…) “Cabe poner de relieve además que de los términos del Convenio Multilateral también se infiere la innecesariedad de radicación de un establecimiento o local, a efectos de considerar incluidas las actividades del contribuyente en sus disposiciones legales. Dicho convenio, que procuró evitar la superposición impositiva y coordinar el ejercicio concurrente de los distintos poderes tributarios locales, resulta de indudable aplicación al caso de autos, en tanto su presupuesto fáctico está constituido por una actividad  que se desarrolla en varias jurisdicciones fiscales.”

Ello se vincula con las claras previsiones del Convenio Multilateral, aplicado por el Organismo Fiscal, y de cuyos términos resulta que las municipalidades pueden aspirar a su porción en el ingreso bruto global del contribuyente por la actividad que éste desarrolló en su jurisdicción efectuando gastos. Si el tributo elegido fue una tasa, los recaudos anteriores se vinculan con la prestación de servicios que afectan a las actividades mencionadas, permitiendo que se cumplan sin tropiezos y con la máxima rentabilidad posible.

El propio Convenio Multilateral en su artículo 35, acepta que perciban tributos cuya base imponible es el ingreso bruto, municipios en los cuales sea requisito tener local para el cobro, así como también aquellos que no tengan el mencionado requisito.

Así lo reconoció la Comisión Arbitral para la aplicación del Convenio Multilateral en los autos "Laboratorios Bagó S.A. c/ Municipalidad de Río Cuarto" (Expte. C.M. 196/98). Con fecha 26/11/98 y mediante Resolución Nº 12/98, dispuso: "Que el artículo 173 del Código Tributario Municipal no exige el requisito del local habilitado para que se genere el hecho imponible, lo que otorga legitimidad al Fisco Municipal para gravar a la misma".
Esta resolución fue apelada por el contribuyente municipal ante la Comisión Plenaria del Convenio Multilateral; la que, con fecha 11 de mayo de 1999, y previo afirmar que "analizados los antecedentes de la presente acción recursiva, se considera que la norma aplicable al caso (...) se refiere al ejercicio de cualquier tipo de actividad, al mismo tiempo que no exige la existencia de local habilitado para que se verifique el hecho imponible del gravamen en cuestión"; resolvió "no hacer lugar al recurso de apelación".
Así, el citado organismo especializado vio con claridad la simpleza de la cuestión, consistente sólo en el respeto al principio de legalidad. El hecho imponible analizado, que no viola ninguna norma jerárquicamente superior, no exige que el ejercicio de actividad gravada se complemente con una radicación inmobiliaria.

Sentado entonces que, conforme lo manifestado supra, el hecho imponible del tributo en cuestión no exige la existencia de sustento inmobiliario en el municipio para su configuración, corresponde analizar, por estar íntimamente relacionados, el argumento que pretende la necesidad de que los servicios municipales integradores del hecho imponible de la tasa sean sólo divisibles; debe responderse que la moderna doctrina tributaria sostiene que no existe diferencia estructural entre el impuesto y la tasa porque ambos tienen sus fundamentos en el poder tributario del Estado. En el caso de los municipios de la Provincia de Córdoba, ellos están facultados para crear ambos tributos según lo expresa el artículo 188 en sus incisos 1º y 2º. 

Reitero que para alguna doctrina, no hay un verdadero criterio de diferenciación sustancial entre impuesto, tasa y contribuciones especiales sino de carácter puramente instrumental (Giuliani Fonrouge, “Derecho Financiero”, 5  Ed., Bs. As., 1993, T. II, p. 986). No obstante, esta falta de diferenciación encuentra sus claros límites. El impuesto es un tributo que se desvincula de toda actividad estatal. Así, el municipio pudo haber adoptado este instrumento financiero, gravando las actividades comerciales, industriales y de servicios sin comprometerse a prestar servicio alguno. No obstante, el ente municipal de San Francisco adoptó el esquema de la tasa, con lo cual se ha comprometido a prestar los servicios que están mencionados en su hecho imponible.

De lo anterior se desprende que el municipio de San Francisco aplica las tasas cuestionadas ejercitando su potestad tributaria, aunque vinculando la contribución a un presupuesto de hecho especial, cual es la prestación de los servicios que la norma del art. 173 del C.T.M.V. especifica.

Giuliani Fonrouge define a este tipo de tributo como “la prestación pecuniaria exigida compulsivamente por el estado, en virtud de una ley, por la realización de una actividad que afecta especialmente al obligado [hasta allí la cita de la recurrente], siendo de notar al respecto, que la última parte del concepto no significa que la actividad estatal debe traducirse necesariamente en una «ventaja» o «beneficio» individual, sino tan sólo, que debe guardar cierta relación con el sujeto de la obligación, por cualquier circunstancia que lo vincule jurídicamente con el servicio público constituido (desarrollo de alguna actividad, propiedad o uso de bienes, realización de gestiones o trámites, etc.). (Giuliani Fonrouge, Carlos, “Derecho Financiero”,  Ed. Depalma, Buenos Aires 1997, p. 1065). Como se aprecia, la recurrente efectuó una transcripción parcial de la definición de tasa proporcionada por el prestigioso autor, pretendiendo que de la misma surge la necesidad de que el servicio integrador del hecho imponible de este tributo sea divisible en unidades de prestación, cuando en realidad dicho autor sostiene la tesitura exactamente contraria. 

Continúa diciendo el citado autor:  “...la legislación de nuestro país y del extranjero, así como la nueva interpretación judicial, marcan una evolución de las ideas y permiten advertir que el concepto de tasa se aproxima al de impuesto por la ampliación de sus bases de aplicación, posiblemente al influjo de nuevas exigencias de orden político-social. En esta materia, como en otras, la realidad de la vida se impone por sobre las especulaciones doctrinales.”.

“En verdad, desde el punto de vista jurídico no existe diferencia estructural entre el impuesto y la tasa. Ambos tienen su fundamento en el poder tributario del Estado, que a su vez reposa en el poder de imperio (...), llegándose a afirmar que no hay un verdadero criterio de diferenciación sustancial entre impuesto, tasa y contribuciones especiales, sino de carácter puramente instrumental.”

“El Estado aplica tasas porque ejercita su potestad tributaria, sólo que vinculando la contribución a un presupuesto de hecho especial, como es la prestación de un servicio determinado, es decir, tomando como elemento determinante del gravamen, la realización de una circunstancia diferente de aquellas que normalmente adopta para el impuesto y para otras categorías tributarias.”.

Analizando la doctrina de los tribunales franceses, sostiene seguidamente:

“...Es inadmisible radicar el fundamento jurídico de la tasa en circunstancias que pueden darse accidentalmente, como el hecho de que el servicio sea a favor del obligado, que le reporte alguna utilidad o ventaja, que sea de uso facultativo y no obligatorio. Los servicios del Estado se organizan en función del interés público y no del particular... Que esas tareas (salud pública, higiene del trabajo, alumbrado, limpieza de calles, aguas corrientes, desagües, por ejemplo) reporten beneficios o ventajas de orden individual es cuestión accidental o accesoria, y no es extraño el caso de que pueda derivar en perjuicio del obligado al pago de la tasa, como ocurre en el supuesto de sanciones derivadas de un régimen de vigilancia de tarifas y precios, por ejemplo; pues la tasa es exigible en tanto se lleve a cabo la actividad administrativa prevista por la ley, aunque el afectado no hubiere requerido el servicio o no recibiere la visita de los funcionarios. Desde el momento que la tasa y el impuesto pertenecen a la misma categoría jurídica, por derivar ambos del poder tributario, la obligación emergente de aquella surge por imperio de la ley, independientemente de la voluntad de los particulares, al realizarse el presupuesto fáctico previsto. Constituye, pues, una resolución obligatoria y no voluntaria o facultativa, no siendo posible rehusarse a la satisfacción una vez organizado el servicio respectivo, aunque éste no sea utilizado individualmente...”. (aut. cit, págs. 1063 y 1064).

Como correctamente afirmó el Organismo Fiscal, el Prof. Giuliani Fonrouge sigue los lineamientos doctrinarios ya esbozados por Miguel S. Marienhoff cuando –para poder establecer con precisión la naturaleza de la relación que se crea entre el usuario de un servicio público y el Estado prestador– distingue los servicios públicos “uti universi” de los “uti singuli”, y dentro de estos últimos diferencia a los “obligatorios” y a los “facultativos” para el usuario.

Así, concluye que tratándose de servicios públicos “uti universi”, la relación usuario-Estado es meramente “legal”; no es nunca “contractual” porque el usuario efectivo es “cualquiera del pueblo”: una persona indeterminada. El verdadero usuario no es el individuo, sino la “comunidad” (ejemplifica con la policía de seguridad o la inspección de bromatología).

Para el caso de los servicios públicos “uti singuli” de uso obligatorio para el usuario (entendiendo como obligación no sólo la impuesta por el Estado, sino también aquella inevitable como consecuencia de una situación de hecho que lo constriñe a usar el servicio), el vínculo administrado-Estado es también “legal o reglamentario”. Distinto es el caso de los servicios públicos “uti singuli” de uso facultativo (correos, gas, teléfono, electricidad, etc.), en los que la relación usuario-Estado prestador es “contractual”, de derecho privado principalmente (civil o comercial). Esa diferencia entre servicios de uso obligatorio y facultativo, se explica fácilmente, pues sólo en el último caso el administrado ha expresado libre y espontáneamente su voluntad y aquiescencia con la utilización del servicio, y sabido es que sin voluntad recíproca no puede hablarse de “contrato” (M. S. Marienhoff, “Tratado de Derecho Administrativo”; Abeledo-Perrot, Bs. As., 1966, Tomo II, págs. 163 a 169).

Conforme ha interpretado desde antiguo la doctrina judicial, un municipio puede legislar un tributo de este tipo que por su naturaleza es una tasa compensatoria de un servicio público que delimita la misma ordenanza y que representa para el municipio una organización dispuesta de un modo regular y continuo, con vistas al aludido servicio (Suprema Corte de Buenos Aires, 5/7/66, L.L. XXVII, pág. 964).

También se ha dicho que: “Cuando el servicio que debe realizar el estado ha sido instituido en ventaja o utilidad del particular, el mismo debe ser concretamente prestado a quien lo paga, pues la contribución del último recibe su causa en el beneficio recibido; pero la situación difiere cuando el servicio ha sido instituido con finalidades de interés general, teniendo en mira a la colectividad, pues entonces la tasa debe pagarse en tanto se lleve a cabo la actividad administrativa prevista por la ley” (Tribunal Fiscal de La Plata, L.L. 89 - 434; Idem, J.A., 961-II-178).

El tributo de marras se refiere a una serie de servicios (higiene, contralor, seguridad, organización, coordinación del transporte, etc. y cualquier otro no retribuido por un tributo especial que tienda al bienestar general de la población) que no deben considerarse en forma aislada sino conjuntamente, y cuyo objetivo es que las actividades lucrativas ejecutadas en su ejido, lo sean en forma ordenada, pacífica, segura y con mutuo respeto de los derechos de cada uno. Esto se hace controlando el buen estado de los edificios; coordinando el transporte; ordenando el tránsito y regulando el estacionamiento; denominando, numerando y asignando sentido a las calles y, en general, organizando las reglas básicas para la promoción, ejercicio y progreso de las actividades comerciales, industriales y de servicios que se desarrollan en la ciudad. Por otra parte, todas las nombradas son actividades de contralor y organización que no cumplimenta ninguna otra autoridad (ni nacional, ni provincial) en la ciudad.

La posición que sostenemos ha sido receptada por la Comisión Federal de Impuestos en numerosos decisorios. A modo de ejemplo, en la causa “Microsules y Bernabó S.A. c/ Municipalidad de Río Cuarto de la Provincia de Córdoba” se decidió:

“Que, por todo lo expuesto y con fundamento en el razonamiento desarrollado en virtud de la doctrina, jurisprudencia y precedentes considerados debe desestimarse la demanda en la pretensión referida a la pugna de la contribución establecida por el artículo 173° del Código Tributario de la Municipalidad de Río Cuarto, en cuanto dicha contribución constituye una tasa retributiva de servicios efectivamente prestados y, por ello y conforme al art. 9°, inc. b), segundo párrafo, última parte, exceptuada de lo dispuesto en materia de analogía de gravámenes por el primero y segundo párrafo del mismo”.

Por otra parte, tal posición es también la sustentada por los tribunales locales.

En este sentido, la Sala Contencioso Administrativa del Tribunal Superior de Justicia de la Provincia, en autos “Fleischman Argentina Incorporated c/ Municipalidad de Córdoba” (sentencia del 20 de febrero de 2001) sostuvo:

“En pos de determinar cual es la entidad que reviste el requisito de la prestación del servicio, al procurarse definir a la tasa como una especie individualizada de los posibles tributos, cabe recordar la delimitación acuñada por la doctrina jurisprudencial cuando señala que el presupuesto de hecho de la misma es la prestación efectiva o potencial de una actividad de interés público que afecta al obligado (cfr. SCJ Buenos Aires, "Bernal de Palacio, María Julia c/ Municipalidad de Rauch..." Sent. del 29/12/98; "Nobleza Piccardo S.A.C.I.F. c/ Municipalidad de Gral. San Martín..." del 28/11/95; "Papelera Juan V. F. Serra S.A.C.I.F. c/ Municipalidad de San Martín..." del 18/06/91 y "Casa Blanco S.C.A. c/ Municipalidad de General Pueyrredón..."  del 18/04/89).”. (…) “...la tasa es la prestación pecuniaria exigida compulsivamente por el Estado, en virtud de ley, por la realización de una actividad que afecta especialmente al obligado, siendo de notar al respecto, que la última parte del concepto no significa que la actividad estatal debe traducirse necesariamente en una «ventaja» o «beneficio» individual, sino tan sólo, que debe guardar cierta relación con el sujeto de la obligación, por cualquier circunstancia que lo vincule jurídicamente con el servicio público constituido (desarrollo de alguna actividad, propiedad o uso de bienes, realización de gestiones o trámites, etc.) (Giuliani Fonrouge, Carlos, op. cit., p. 1065).”

Por su parte, la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo de Segunda Nominación de esta Ciudad de Río Cuarto, en autos “Instituto Sidus I.C.S.A. c/ Municipalidad de Río Cuarto” (sentencia del 22 de marzo de 2001) determinó:

“...en el supuesto de enmarcar exclusivamente como tasa la contribución que el art. 173 del actual Código Tributario riocuartense determina, resulta dable señalar que conforme una modernizada concepción, ésta es «la prestación pecuniaria exigida compulsivamente por el Estado y relacionada con la prestación efectiva o potencial de una actividad de interés público que afecta al obligado» (Giuliani Fonrouge, ob. cit, pág. 319, quien expresa seguir en tal sentido la definición proporcionada por el art. 16 del Modelo OEA/BID). Desde tal enfoque, sólo resulta indispensable la organización estatal de un servicio de interés general, independientemente  de que éste sea utilizado o no por el particular afectado. El hecho imponible surge, entonces, en razón de la configuración efectiva del presupuesto normativo –en el caso concreto, el ejercicio de una actividad comercial, industrial o de servicios–  y en tanto medie estructurado un servicio público concerniente a dicha actividad, sin que la concreta utilización que de él efectúe el contribuyente se erija en presupuesto determinante del surgimiento de la obligación tributaria. La divisibilidad de la prestación, constituye, por lo tanto, un dato inocuo a los fines de la percepción del tributo; siendo que la tasa resulta derivada del poder tributario del Estado, su obligatoriedad sólo deviene de la configuración del presupuesto fáctico establecido por la norma, «no siendo posible rehusarse a su satisfacción una vez organizado el servicio respectivo, aunque éste no sea utilizado individualmente» (Giuliani Fonrouge, ob. cit., pag 1066). Es que, tal como lo señala el autor, la totalidad de los servicios estatales se estructuran tomando en consideración el interés general, y no el beneficio particular del sujeto obligado; aún más, la propia conceptualización del art. 173 del CTM permite extraer tal conclusión.”.

En lo que hace al tan reiteradamente mencionado caso “Compañía Química c/ Municipalidad de Tucumán”, de ninguna manera este fallo de la C.S.J.N. puede ser tenido como precedente del que analizamos. 


En tal sentido es destacable que en el caso “Municipalidad de Chajarí c/ Agua y Energía Eléctrica s/ Ejecución Fiscal”, del 27/9/88 (“Fallos”, 311-1972), la C.S.J.N declaró que el planteo basado en que el tributo estaba mal percibido debido a una supuesta falta de prestación efectiva de servicios por el municipio, era una cuestión fáctica ajena al ámbito del juicio de apremio. Si bien tratando otro tema, quedó claramente decidida en sentido afirmativo nuestra posición de que, al tratarse la cuestión de un problema fáctico, el precedente “Compañía Química” carece de validez al desconocerse toda referencia a la cuestión de hecho que se planteó en el caso.

Con relación a que los fundamentos ampliados dados por el Vocal Dr. Belluscio que cita la recurrente (en tanto atacó la norma cuestionada en abstracto y en forma independiente de los hechos sobre la prestación o no de los servicios), debe aclararse que, contrariamente a lo sostenido por el apelante, los mismos no fueron suscriptos por los demás miembros del tribunal ni en ese pronunciamiento ni en ninguno posterior.

Es criterio de este Tribunal que el precedente "Cía. Química c/ Municipalidad de Tucumán",  sólo se refiere a que los servicios integradores del hecho imponible de una tasa deben ser efectivamente prestados para otorgar validez a la misma.

No consideramos que para la validez de una tasa sea requisito ineludible la división de los servicios en unidades de prestación (uti singuli), sino que creemos que los mismos pueden ser válidamente servicios con finalidades de interés general que tienen en mira a la colectividad (uti universi).

Ello es así, en primer lugar, porque no existe ninguna norma vigente que exija la divisibilidad en unidades de prestación para la validez de una tasa.

Reitero: La "divisibilidad en unidades de prestación" sólo surge del aislado voto del Dr. Belluscio que no fuera suscripto por ningún otro miembro de la Corte.


Por otra parte, es tan claro que ello es así, que pese a desconocerse los hechos que rodean el caso, podemos echar luz a la situación observando que, tanto en las remisiones efectuadas por la Corte en "Cía. Química" (Fallos 236:22, 259:413); como en pronunciamientos anteriores y posteriores a dicho fallo (P.Ej.: L.L. 104:41; Fallos 311:1972 o el citado por la propia recurrente, “Municipalidad de Santa Fe c/Marconetti Ltda. Ind. y Com."), queda claro que la expresión "concreta, efectiva e individualizada" prestación de servicios, esta referida, en la doctrina de la Corte, a la efectiva prestación de servicios y, en ninguno de esos antecedentes, a la supuesta divisibilidad o no de los mismos en unidades de prestación.

Por otra parte, debo destacar que el propio Tribunal Superior de Justicia (en el citado precedente “Fleischman”) sostuvo:

“La tesis que esgrime la parte accionante en orden a la efectiva prestación del servicio como inexcusable presupuesto para exigir el pago de una tasa, sustentando tal postura en doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, no es de recibo en el ámbito de la Provincia de Córdoba...”.

Tal como se afirmó precedentemente, no existe norma alguna que exija que el servicio sea divisible en unidades de prestación, sino que ello es requerido sólo por algunos autores, pero es bien sabido que la doctrina no es fuente de derecho. 

Ante ello, lo verdaderamente relevante es la definición del hecho imponible proporcionada por las normas legales aplicables (en este caso, el art. 173 del C.T.M.V.), y –en tal sentido– es claro que la referida disposición legal no exige la divisibilidad del servicio en unidades de prestación, sino sólo la prestación efectiva (y no meramente potencial) de un servicio generalizado o uti universi.

Sucede que el recurrente –al igual que muchos autores– a fines de determinar las características del tributo “tasa”, partió de analizar legislaciones que regulan el tributo denominado “tasa de inspección e higiene” (o similar), cuyo hecho imponible evidentemente exige la prestación efectiva de un servicio divisible en unidades de prestación. Pero no advirtió que estamos ante tributos cuyos hechos imponibles estas estructurados de manera diferente. Tal confusión surge claramente de lo manifestado por la quejosa, donde afirma que no es posible prestar algún tipo de servicio, cuando no se posee local en el mismo. 

Dentro del mismo agravio, el apelante introduce la cuestión sobre la falta de razonable proporción  entre el importe de la tasa y el costo de los servicios.

Hace ya tiempo que la doctrina más encumbrada en la materia, con análisis de abundante y autorizada jurisprudencia, ha demostrado que la equivalencia entre el producido del tributo y el costo del servicio, es una ficción que debe ser abandonada definitivamente, puesto que dicha proporción es imposible de establecer.

Sobre este aspecto que considero vital, la C.S.N. en autos “Banco de la Nación Argentina c/Municipalidad de San Rafael”, sintetiza y reitera la posición del Alto Tribunal en los siguientes conceptos: “Como dice Grizziotti, aun cuando hubiera exceso en la tasa cobrada no puede afirmarse que, por el sobrante, deba considerarse que hay impuesto. Aun siendo la tasa una contraprestación por los servicios administrativos requeridos por el particular al estado se comprende que éste en el ejercicio de su soberanía tributaria, puede efectuar una recaudación que tenga en cuenta la capacidad contributiva del particular, según todos los elementos que el estado considere importantes para valorar dicha capacidad contributiva, no excluyéndose la consideración del valor del servicio prestado por el estado. Establecer la tasa por debajo, a la par o por encima del costo de la producción del servicio, y cuando este costo sea de posible valuación, es por tanto, la solución de los problemas que el estado debe resolver con criterios políticos de conveniencia, teniendo en cuenta sus fines y los intereses de los particulares, efectuando la distribución de las cargas públicas entre generaciones y categorías de contribuyentes. El pago de tasas o servicios es una contraprestación aproximadamente equivalente al costo del servicio prestado; pero es imposible fijar con exactitud ese costo individual del agua consumida, de la evacuación cloacal, de la basura recogida en el interior de las propiedades o en las calles fronteras, de la luz que éstas reciben. De la inspección de policía higiénica o de seguridad, etc., y por eso, para todos estos impuestos (debió decir tasas) se fijan contribuciones aproximadas, equitativas, que pueden dejar superávit en unos casos y déficit en otros, estableciéndose compensaciones en cálculos hacendarios más o menos acertados, que los jueces no pueden revisar... No se ha considerado injusto y se ha tenido más bien por equitativo y aceptable que para la fijación de la cuantía de la tasa retributiva de los servicios públicos se tome en cuenta, no sólo el costo efectivo de ellos con relación a cada contribuyente, sino también la capacidad contributiva de los mismos representada por el valor del inmueble o el de su renta, a fin de cobrar a los menos capacitados una contribución menor que la requerida a los de mayor capacidad, equilibrando de ese modo el costo total del servicio público”. (Fallo del 16/05/56 publicado en Revista “Derecho Fiscal”, t.VI, pág. 496).

Incluso es, conceptualmente más preciso, el fallo dictado por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital, Sala A del 18/08/59, la cual integró el ilustre jurista Joaquín Llambías quien expresó en su voto ideas de extrema importancia para el tema tratado. Dijo el citado jurista: “No se me escapa que en diversas ocasiones las tasas municipales, aun legítimas desde el punto de vista de su origen, fueron invalidadas por los tribunales en razón de juzgarse que resultaban desproporcionadas con relación al costo de los servicios cuya compensación procuraban. Por mi parte pienso que cuando los tribunales de justicia realizaban esa apreciación, desnaturalizan su función e invaden la órbita del organismo comunal, pues como ya lo expresara en medulosa sentencia el entonces juez doctor Tomás D. Casares, el costo de un servicio público determinado no puede ser medido por las cifras que en el presupuesto ocupa la oficina respectiva. Puesto que el servicio lo presta la municipalidad, es decir, que para que el servicio sea prestado es necesario que la municipalidad exista como tal, con el conjunto de todas las dependencias que la integran y que son requeridas por la naturaleza propia de este órgano del estado, el costo del servicio no es sólo el costo de la dependencia municipal que lo presta; es el costo de esa dependencia más el de una parte proporcional al costo de este servicio calculada en el monto de los gastos generales que determina la existencia misma de la municipalidad” (Fallo del 18/08/59, causa “Goñi Juan c/Municipalidad de la Capital” publicado en Rev. “Derecho Fiscal”, t.X, pág. 186).

Por otra parte, es claro que no aparece como violada ninguna razonabilidad ni prudencia si se advierte, sólo a modo de ejemplo, para el primer período fiscalizado, y tal como surge de fs. 345, los ingresos total país obtenidos por la firma fueron de $468.042.955,92, mientras que para ese mismo período el monto de la Contribución que debió haberse abonado fue de $ 3.496,03 (fs. 347), lo excluye toda posibilidad de tildar de irrazonable el mismo.

Tan atinadas razones tornan innecesario cualquier otro fundamento al respecto y demuestran que el argumento invocado por el apelante no puede continuar empleándose en las épocas actuales.

Por todo lo manifestado, los agravios analizados se rechazan.

VII) 4º Agravio.- Superposición con Ingresos Brutos e IVA: En primer lugar, entiendo errónea la afirmación del apelante consistente en sostener que el tributo se superpone con el Impuesto sobre los Ingresos Brutos. Considero que esta superposición no existe y que de ninguna manera puede identificarse a dos tributos diferentes (un impuesto y una tasa -conforme los fundamentos dados supra-) por el sólo hecho de la similitud de sus bases imponibles y otros aspectos contingentes, cuando han quedado suficientemente aclaradas las notorias diferencias de sus hechos imponibles (uno integrado con actividad estatal y el otro sin relación alguna con la misma). Esto está claramente demostrado con la redacción del art. 35 del Convenio Multilateral que habla tanto de impuestos como de tasas, no obstante la circunstancia de que ambas tienen como base imponible la parte de ingresos brutos atribuible a cada Fisco adherido. 

A ello se suma que, en el caso “Sniafa S.A. c/ Municipalidad de Berazategui” del 15/07/70, la Corte Suprema declaró que no había superposición de tributos entre el impuesto provincial a las actividades lucrativas y los derechos que cobra una municipalidad por “inscripción, inspección, contralor, seguridad, higiene y asistencia social”, por no haber identidad con aquél, que tiene otros fines y que no obstaba a tal conclusión el hecho de que en ambos gravámenes la base imponible fuera la misma –monto anual de las ventas-, ya que se “ha considerado equitativo y aceptable que para fijar la cuantía de la tasa retributiva de los servicios públicos, se tome en cuenta, no sólo el costo efectivo de ellos con relación a cada contribuyente, sino también la capacidad tributaria de éstos, representada –en este caso- por el valor del inmueble o el de su renta” (Fallo publicado en “Impuestos”, t.XXVIII, pág. 705).

En segundo lugar, alega la recurrente que la contribución está en pugna con el Impuesto al Valor Agregado ya que para su cálculo se tuvieron en cuenta los importes de las ventas.

La analogía que se pretende es inexistente, toda vez que el I.V.A. y la tasa cuestionada son tributos de distinto género y representan la exteriorización de poderes de distintos órganos ejercidos dentro de la esfera de competencia propia de ambos. Sus elementos difieren, ya que el hecho imponible del I.V.A. está constituido por actividades que trasuntan la capacidad contributiva, sin estar el tributo vinculado a actividad alguna del Estado mientras que la “contribución al comercio, industria y empresas de servicios” (art. 164, C.T.M.V.) es una tasa cuyo hecho imponible está integrado por servicios públicos que el sujeto activo presta efectivamente y que afectan especialmente a los obligados. Su elemento cuantitativo también difiere, porque el  I.V.A. es un impuesto a las ventas de etapas múltiples en el que mediante su sistema de liquidación, se persigue la intención de que cada una de las etapas de circulación económica del bien pague por el valor que incorpora a la mercadería o producto. Por el contrario, la tasa del art. 164, C.T.M.V., toma como base imponible general el ingreso bruto, conforme al cual se gravan las operaciones comprendidas por su valor total en cada una de las etapas comprendidas. Se trata pues, de dos tributos genéricos y estructuralmente diferentes. Tanto es así, que planteada jurisprudencialmente la analogía de una tasa similar a la de San Francisco con el antes vigente impuesto a las actividades lucrativas, cuya base imponible era el ingreso bruto y donde el parecido era mucho mayor, este planteo fue rechazado por la Corte Suprema de Bs. As. en el caso “Ramirez y Cía. S.R.L.” en fallo del 22/03/66, en el que sostuvo la facultad municipal de establecer tributos liquidados en proporción al capital del contribuyente, que no podía ser confundido con el impuesto a las actividades lucrativas por diferir en sus hechos imponibles. (Ver L.L. 123-143; ídem 19/07/66, caso “Cerámica Industrial Haedo S.A. en J.A., 966-VI-31, Sección Provincial).

Por otra parte, debemos recordar la postura que al respecto fijara la "Comisión Federal de Impuestos" creada por la ley 20.221 y ratificada por los arts. 10º y ss. la ley 23.548 (Ley de Coparticipación Federal de Impuestos), como autoridad de aplicación de dicha norma.

El mencionado organismo, integrado por un representante de la Nación y uno por cada una de las provincias argentinas, resolvió los autos iniciados por demanda de un contribuyente riocuartense, caratulados "Microsules y Bernabó S.A. c/ Municipalidad de Río Cuarto - Provincia de Córdoba" (Expte. 454/98). 

Allí, mediante Resolución Nº 174 del 07 de Julio de 1999, y previo resaltar el apoyo brindado por la Provincia de Córdoba a las razones jurídicas invocadas por el municipio, lo que demuestra que la misma ha ejercido en ese sentido las facultades que le reconoce el art. 123 de la Constitución Nacional  ("...a fs. 120 la Provincia de Córdoba, a través de su representante titular ante esta Comisión, contesta el traslado que oportunamente se le confiriera y manifiesta que «...se adhiere en todo lo expresado y manifestado en el escrito presentado ante ese Organismo por el Señor Intendente de la Ciudad de Río IV,...»"), desestimó íntegramente la demanda planteada por el contribuyente, aduciendo que el artículo 173º del Código Tributario de la Municipalidad de Río Cuarto (sustancialmente idéntico al art. 164 del C.T.M.V.), no se encontraba en pugna con la Ley de Coparticipación Federal "en cuanto dicha contribución constituye una tasa retributiva de servicios efectivamente prestados y, por ello (...) exceptuada de lo dispuesto en materia de analogía de gravámenes" por el mencionado régimen.
VIII) 5º y 6º Agravio.- Convenio Multilateral – Pacto Federal: Al respecto, me remito a lo ya manifestado al tratar el Recurso de Nulidad y los Agravios 2º y 3º del Recurso de Apelación.

IX) 7º Agravio.- Y.P.F. es industria: En esta queja, el apelante afirma que la resolución recurrida aplica incorrectamente la alícuota para la determinación de la deuda como si se tratase de comercialización, cuando entiende correspondería el tratamiento de actividad industrial. 

Que respecto de lo manifestado por la firma, en el sentido de que corresponde aplicarle la alícuota correspondiente a actividades industriales, y no las correspondientes a actividades comerciales, manifiesto que tal como se sostuvo en la resolución recurrida, el legislador dejó expresamente establecido en el C.T.M.V. que las actividades gravadas eran diversas, citando las comerciales, las industriales, las agropecuarias, las profesionales, las artesanales, las de servicio y, en general, cualquier otro negocio dentro del Municipio. Asimismo, en cada Ordenanza Tarifaria estableció las alícuotas, aforos y otros módulos aplicables a los hechos imponibles generados en el ámbito jurisdiccional de la comuna, distinguiendo los distintos tipos de actividades, entre ellas las comerciales y las industriales (con sus correspondientes sub-clasificaciones).

Resulta claro que el error del contribuyente consiste en parcializar el aspecto material y omitir la merituación del aspecto espacial del hecho imponible del tributo que nos ocupa. 

Así, pretende que por ser fabricante no puede ser comerciante, pese a que efectivamente industrializa en una o varias jurisdicciones y comercializa en otras y, en consecuencia, autocalificado de «industrial», deja de tener en cuenta que el hecho imponible del tributo de marras se verifica cuando dicha actividad se efectúa dentro del ámbito territorial de competencia del Municipio, lo que en el presente caso no sucede.

En consecuencia, la firma no realiza en el ejido urbano de la Municipalidad de San Francisco ninguna actividad de tipo industrial y, dentro del ámbito de competencia del municipio, se limita a comercializar productos. De lo contrario, nos encontramos con un hecho absurdo: que un contribuyente que sólo se dedica a comercializar productos en el Municipio, declara que en el ejido municipal su actividad es la Industrialización de dichos productos, lo que evidentemente no responde a la realidad.

El artículo 5° del C.T.M.V. determina que para establecer la verdadera naturaleza de los hechos imponibles, deben considerarse los hechos, actos o situaciones efectivamente realizados y la elección por los contribuyentes de formas o estructuras jurídicas manifiestamente inadecuadas es irrelevante a los fines de la aplicación del tributo.

Desde este punto de vista, la actividad material y tangible que la firma efectúa en el municipio, es la comercialización de productos y como tal (jamás como actividad industrial) queda abarcada por la definición de la hipótesis legal, quedando obligada al pago del tributo referido.

Así, quedando acreditado en autos que Y.P.F. S.A. ejerce en el ejido de la Municipalidad de San Francisco sólo actividad comercial, es correcto el encuadramiento y la codificación dispuestos.

En relación al trato discriminatorio denunciado, no puede dejar de advertirse que mal podría brindar similar tratamiento impositivo a las industrias radicadas en San Francisco que a los comerciantes del municipio que fabrican en extrañas jurisdicciones, siendo esa la actividad por la cual reciben los servicios municipales.

Visto ello desde el prisma de la realidad económica, las empresas que fabrican en extraña jurisdicción y sólo comercializan en el ejido municipal, están en absoluta igualdad de condiciones con los contribuyentes que en el municipio realizan igual actividad gravada (es decir, la comercialización).

Es básico, en materia de política fiscal, que cualquier medida de promoción industrial se otorga en beneficio de los establecimientos que se instalen o que se radiquen en una determinada jurisdicción y no para aquellos que comercialicen lo que fabrican en otra jurisdicción. Ello, en manera alguna implica violar el derecho a la igualdad, porque el sentido de la norma no puede ser otro que impedir la discriminación para todos aquellos que ejerzan iguales actividades en una misma jurisdicción.

Es dable recordar el pronunciamiento de la Comisión Arbitral en la ya citada causa “Laboratorios Bagó”. Allí, dicho laboratorio cuestionó, con los mismos argumentos aquí expuestos, que se le aplicara la alícuota de comercio en lugar de la de industria.

La citada Comisión, especializada en materia tributaria interjurisdiccional, como así también la Comisión Plenaria (que resolvió la apelación el 11 de mayo de 1999), se declaró incompetente para entender en dicho planteo, aludiendo expresamente a que su incompetencia se fundaba en que "...la categorización efectuada por el Fisco a los efectos de la aplicación de la alícuota..." era un tema "...privativo de la potestad tributaria local...". 

Por su parte, la Excma. Cámara de 1ª Nominación de la ciudad de Río Cuarto, en la causa “BAGLEY S.A c/ MUNICIPALIDAD DE RÍO CUARTO - CONTENCIOSO ADMINIS​TRATIVO - PLENA JURISDICCIÓN”, se pronunció en sentido similar, al manifestar:

“Resulta tan clara la cuestión planteada, que de admitir V.E. como válido el criterio de la actora, conllevaría, además de la afectación de potestades constitucionales de este Municipio, la virtual invalidación, entre otras normas relacionadas, de diversos Decretos del P. E. Provincial y Leyes Provinciales que establecieron lo que se ha dado en llamar la "alícuota cero" para el Impuesto sobre los Ingresos Brutos.”

La propia Corte Suprema de la Nación ha dicho en innumerables pronunciamientos: "El principio de igualdad que establece el art. 16 de la Const. Nac., sólo requiere que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de los que se conceden a otros en idénticas circunstancias" (Fallos: 123:106; 137:105; 153:96; 157:28; 126:280; 182:355; 184:592; 270:374; etc.). También ha dicho, que la C.N. "...no prescribe una rígida igualdad, sino que entrega a la discreción y sabiduría de los gobiernos una amplia latitud para ordenar y agrupar distinguiendo y clasificando razonablemente los objetos de la legislación" (Fallos: 184:398; 238:60; etc.). Por último: "Las distinciones establecidas por el legislador entre supuestos que estime distintos, son valederas mientras no sean arbitrarias, es decir, no obedezcan a propósitos de injusta persecución, indebido beneficio o indebido privilegio de personas o de grupos de personas, sino a una objetiva razón de discriminación, aunque su fundamento sea opinable" (Fallos: 182:355; 266:206; 273:241; 271:124; 243:98; 156:513; 263:460; 276:218; 278:287; 279:19; etc.).

Resulta tan clara la cuestión planteada, que admitir como válido el criterio de la recurrente, conllevaría, además de la afectación de potestades constitucionales de este Municipio, la virtual invalidación de normativa provincial que establece lo que se ha dado en llamar la "alícuota cero" para el Impuesto sobre los Ingresos Brutos.

Tal instituto, que en la práctica opera como una verdadera exención (así lo entendió el Tribunal Fiscal de Apelaciones de la Provincia en la Sentencia Número Setecientos Noventa y Cinco, del 11 de abril de 1996, en autos "LEMPERT S.R.L. - Interpone recurso de queja", Expte. Nº 0022-00397/95), fue creado por la Provincia de Córdoba a los fines de poder otorgar dicha virtual exención o "alícuota cero", a aquellos contribuyentes de determinadas actividades gravadas con el Impuesto sobre los Ingresos Brutos que, entre otros requisitos, realicen efectivamente sus actividades industriales dentro de la Provincia.

En definitiva, quien se dedique a industrializar en otras jurisdicciones provinciales y en Córdoba sólo comercialice esos mismos productos, no podrá obtener la "alícuota cero"/exención; beneficio al que sí podrá acceder quien efectivamente industrialice en la Provincia.

Como se observa, se trata nada más que de un legal y legítimo ejercicio de potestad fiscal no delegada por esta jurisdicción municipal.

Por todo lo manifestado, y quedando acreditado en autos que el recurrente ejerce en el ejido de la Municipalidad de San Francisco sólo actividad comercial, siendo correcto el encuadramiento brindado por el Organismo Fiscal y la codificación dispuesta, y respondiendo el mismo a la normativa municipal aplicable, corresponde desestimar el agravio expresado al efecto.
X) 8º Agravio.- Intereses: La recurrente califica de exorbitantes y confiscatorias las tasas de interés resarcitorio aplicadas por el fisco municipal, entendiendo que las mismas violan el art. 17 de la C.N..

Al respecto, y en primer lugar, se advierte que las tasas de interés resarcitorio utilizadas por el Fisco Nacional para el mismo período ahora determinado, resultan considerablemente más elevadas que las aplicadas por el Organismo Fiscal Municipal. Es por ello que deviene de utilidad observar qué ha dicho nuestro máximo tribunal nacional respecto de aquellas más gravosas.

Que, debe recordarse, es lógico que los intereses que perciba el Estado por la demora en el pago de sus tributos sean superiores a aquellos por los que sea posible a los particulares obtener créditos en el mercado financiero, ya que de no ser así, los contribuyentes podrían contemplar la alternativa perniciosa para el bien común, de obtener financiamiento por vía de dejar de pagar en término sus obligaciones tributarias.

"En materia de intereses resarcitorios previstos por el art. 42 de la ley 11.683 cabe señalar que el fin de permitir el normal desenvolvimiento de las finalidades del Estado, justifica la elevación de las tasas más allá de lo normal". (CNFed. Contenciosoadministrativo, Sala III, 29/10/92, "Cerrito S.R.L.", Impuestos - LI-A-68)

En el mismo sentido, la C.S.J.N. dijo, y reiterando que ello fue en relación a tasas de interés considerablemente más elevadas que las aquí cuestionadas, que "la valiosa función del impuesto justifica que las leyes pertinentes contemplen medios coercitivos para lograr la satisfacción oportuna de las deudas fiscales, cuya existencia afecta de manera directa al interés de la comunidad porque gravitan en la percepción de la renta pública; ello justifica la aplicación de tasas de interés más elevadas, que a la sociedad toda". (C.S.J.N., 02/02/93, "Santa Cruz, Provincia de c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales", D. Tributario - VII-725)

Por lo manifestado, la relevante jurisprudencia transcripta y no siendo más que académica la supuesta confiscatoriedad que alega, corresponde desestimar el agravio expresado al efecto.

XI) 9º Agravio.- La multa: Recordemos que las sanciones aplicadas a la recurrente, lo fueron en virtud de la comisión de las siguientes infracciones: A) Omisión Fiscal (art. 68, Ordenanza Nº 4360/97, Código Tributario anterior, y art. 78, último párrafo, C.T.M.V.), dado que omitió totalmente el pago del tributo referido por los períodos bimestrales bimestrales 01 al 06 del año 1999, y 01 al 06 del 2000; y mensuales 01 al 12 del año 2001; 01 al 12 del año 2002; 01 al 12 del año 2003; y 01 al 06 del año 2004; todos ellos inclusive, no habiéndose empadronado debidamente como contribuyente y b) Incumplimiento de los deberes formales (art. 67, Ordenanza Nº 4360/97, Código tributario anterior, y art. 79, C.T.M.V.), dado que no cumplió con Actas de Requermiento de fs. 11, 13 y 301, tal como consta en Actas de Incumplimiento de fs. 15, 20 y 302, respectivamente.

Que respecto a la primera de las imputaciones referidas, como bien se expresara en la Resolución apelada, debe afirmarse que la “omisión fiscal” legislada en los citados dispositivos, se configura objetivamente ante la falta de pago parcial o total de un tributo.

Así, resultando acreditado que la contribuyente ha omitido el pago oportuno del tributo por los períodos referidos, corresponde confirmar la sanción aplicada.

En cuanto al elemento subjetivo requerido por la figura de Omisión Fiscal, acreditada la materialidad de la infracción, el Organismo Fiscal se encontró habilitado para presumir su existencia, siendo carga del sumariado demostrar la inexistencia del mismo, lo que no ha ocurrido, no alcanzando las alegaciones realizadas para desvirtuar la ilicitud del comportamiento observado.
Que conforme las constancias de autos y lo manifestado precedentemente, se tiene por acreditado que la apelante no atendió en su relación con la Municipalidad de San Francisco el cuidado que objetivamente le era exigido y, además, dadas las condiciones particulares del contribuyente y la naturaleza y volumen de sus operaciones, resulta claro que por su capacidad técnica estaba en condiciones de satisfacer esas exigencias objetivas de cuidado.

Por otra parte, la presunción produce la inversión de la carga de la prueba, sólo en el sentido de que si el acusado alega la existencia de alguna causal que elimina la subjetividad mínima requerida, es él quien debe demostrarla.

Respecto de la alegada existencia de error excusable, debe recordarse que no cualquier error excusa, sino que, respecto de las contravenciones pulposas, dicho error debe ser esencial, decisivo y, además, no ser imputable al transgresor, ya que la negligencia marca el límite de la aceptación en cuanto al error excusable. Asimismo, no se advierte que en la presente causa se hallen presentes causales del tipo que llevaron a la jurisprudencia a admitir la existencia de dicho error; por ejemplo, oscuridad o complejidad normativa; variación constante de la norma con aptitud para producir duda o, incluso, imposibilidad material de cumplimiento.

A todo ello cabe agregar que es condición indispensable que el error excusable sea debidamente demostrado por quien lo alega en su descargo, no siendo suficiente la simple manifestación de que su conducta se debió a la existencia de alguna doctrina que, con posiciones dogmáticas y que no se referían a las normas aquí analizadas, sostenían una determinada postura que lo indujo a error.

En definitiva, de las constancias administrativas obrantes en este municipio, surge que la conducta desplegada por la recurrente elimina la posibilidad de error excusable y encuadra en la tipificación de las normas infraccionales imputadas, toda vez que ha omitido cuanto menos culposamente el cumplimiento total de la obligación tributaria sustancial exigible por este Municipio. Que tampoco puede admitirse la existencia de error excusable en base a la particular interpretación que el contribuyente formulara. Ello es así, por las razones dadas supra (a las que me remito) y que demuestran lo injustificado de la interpretación efectuada.

Asimismo, y conforme lo ha establecido el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia en autos "León Osmar c/ Superior Gobierno de la Provincia" (Sentencia Nº 7/77), entre otros, la graduación de sanciones, dentro del margen previsto por la normativa vigente, constituye un aspecto de mérito que escapa a la posibilidad de control de los Tribunales, en tanto no se demuestre su irrazonabilidad o arbitrariedad. Esto último no ha sido establecido en el sub-lite, estando la multa aplicada dentro de los limites normativos del C.T.M.V., por lo que no corresponde ingresar a considerar la magnitud de la sanción impuesta (máxime cuando la misma lo ha sido mucho más cerca del mínimo que del máximo de la escala respectiva).

En relación a la sanción aplicada por Incumplimiento de los Deberes Formales, se ratifica el encuadramiento efectuado en la resolución en crisis dado que la firma no cumplió con Actas de Requermiento de fs. 11, 13 y 301, tal como consta en Actas de Incumplimiento de fs. 15, 20 y 302, respectivamente. Debemos agregar que la presente infracción también se configura objetivamente, ante el sólo incumplimiento por parte de los contribuyentes de los deberes formales que la ley pone a su cargo. Por lo que, dado dicho objetivo e injustificado incumplimiento, corresponde confirmar la sanción aplicada.
Así, estando verificada la materialidad de los hechos; ajustándose la misma a los tipos infraccionales descriptos en la ley y quedando descartada la concurrencia de error excusable, se tiene por acreditada la configuración de las conductas ilícitas susceptibles de ser sancionadas, las que se encuentran plenamente acreditadas y correctamente encuadrada en los arts. 68 Ordenanza 4360/97 y art. 78, último párrafo del Código Tributario Municipal Vigente y arts. 67, Ordenanza Nº 4360/97, Código tributario anterior, y art. 79, C.T.M.V., por lo cual corresponde rechazar los agravios formulados al respecto.

Por todo lo expuesto, corresponde ratificar el encuadramiento y monto de las sanciones impuestas en Resolución Interna Nº 239-SE/06

Por ello, normas legales citadas, y lo dispuesto por los arts. 135  y conc. del CTMV,

                                   El Intendente municipal en uso de sus facultades

DECRETA:

Art.1º)    NO HACER LUGAR al Recurso de Nulidad;

Art.2º) NO HACER LUGAR al Recurso de Apelación deducido por la contribuyente “Y.P.F. S.A.”, Registro de Inscripción N° (No Posee), en contra de la Resolución Interna Nº 239-SE/06, de fecha 6 de Noviembre de 2006 de  la Administración General de Ingresos Públicos de la Municipalidad de San Francisco.

Art.3°) Hacer saber a la contribuyente que el presente decreto causa estado y produce el agotamiento de la instancia administrativa.

Art.4º) PROTOCOLICESE, notifíquese y dése copia.

                                                            DEPARTAMENTO EJECUTIVO

SAN FRANCISCO 22 DE MARZO DE 2007
